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cumpla en sus propios términos la referida sentencia y se publique el
aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. S.
Madrid, 13 de febrero de 1998.—El Director general, Carlos José Gon-

zález-Bueno Catalán de Ocón.

Sr. Director del Departamento de Coordinación Jurídica y Relaciones
Internacionales.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

7917 RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 1998, de la Subsecretaría,
por la que se dispone la publicación del acuerdo de 11
de diciembre de 1997 de la Conferencia para Asuntos Rela-
cionados con las Comunidades Europeas, sobre Seguridad
Social y asistencia sanitaria de las personas que prestan
sus servicios en las Delegaciones y Oficinas de las Comu-
nidades Autónomas en Bruselas.

La Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades
Europeas, en su reunión de 11 de diciembre de 1997, adoptó un Acuerdo,
sobre la Seguridad Social y asistencia sanitaria de las personas que prestan
sus servicios en las Delegaciones y Oficinas de las Comunidades Autónomas
en Bruselas, firmado por todas las Comunidades Autónomas, con la excep-
ción de la del País Vasco.

Para dar cumplimiento a lo establecido en el apartado 4.o del artícu-
lo 10 del Reglamento Interno de la Conferencia, a propuesta de los Secre-
tarios de Estado de Política Exterior y para la Unión Europea y para
las Administraciones Territoriales, se dispone la publicación del citado
Acuerdo, como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 24 de marzo de 1998.—El Subsecretario, Juan Junquera Gon-
zález.

ANEXO

Acuerdo entre la Administración General del Estado y las Adminis-

traciones de las Comunidades Autónomas en cuanto a la Seguridad

Social y a la Asistencia Sanitaria de las personas que prestan sus ser-

vicios en las Delegaciones y Oficinas de las Comunidades Autónomas

en Bruselas

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Reglamento comunitario 1408/71/CEE, que coordina los sistemas
de Seguridad Social de los Estados miembros de la Unión Europea esta-
blece, como principio general, que el trabajador que se desplaza por el
territorio de la Comunidad está sometido en materia de Seguridad Social
a la legislación de un único Estado miembro, la del Estado en la que
ejerce su actividad profesional.

No obstante, a lo largo del articulado del Reglamento 1408/71 se rela-
cionan una serie de excepciones, entre las que se encuentra la relativa
a los funcionarios y personal asimilado que se contempla en la letra d)
del apartado 2 del artículo 13, que establece que «los funcionarios y el
personal asimilado estarán sometidos a la legislación del Estado miembro
del que dependa la Administración que les ocupa».

Asimismo, el artículo 14.1 contempla la posibilidad de que el trabajador
destacado por su empresa al territorio de otro Estado miembro para
desarrollar allí un trabajo pueda mantener su afiliación a la legislación
del país de origen siempre que la duración previsible del trabajo no exceda
de doce o veinticuatro meses, según los casos, y que no sea enviado en
sustitución de otra persona destacada.

Además, el artículo 17 permite que las Autoridades competentes de
los Estados miembros, establezcan de común acuerdo y en beneficio de
determinadas personas o grupos de personas excepciones a los supuestos
en el Reglamento.

A la vista de lo expuesto anteriormente, la Conferencia para Asuntos
Relacionados con las Comunidades Europeas, manifiesta su conformidad
para que en aplicación de las previsiones del Reglamento 1408/71/CEE,
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en su calidad de Autoridad
competente en la materia, realice las gestiones oportunas ante la Autoridad

competente belga para que el artículo 13, apartado 2, letra d) del citado
Reglamento aplique a todas aquellas personas que presten sus servicios
en las Delegaciones y Oficinas de las Comunidades Autónomas en Bruselas,
en los términos que se exponen a continuación.

Considerando lo anterior, la Conferencia, en su reunión del día 11
de diciembre de 1997, adopta el siguiente

ACUERDO

La Administración General del Estado, a través del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, realizará las gestiones necesarias ante las auto-
ridades del Reino de Bélgica para que sea de aplicación al personal fun-
cionario y asimilado de las Delegaciones y Oficinas de las Comunidades
Autónomas en Bruselas, la letra d) del apartado 2 del artículo 13 del
Reglamento 1408/71/CE.

A los efectos del Reglamento 1408/71/CE se entiende por asimilado
al personal funcionario a las personas desplazadas desde España que pres-
tan sus servicios como laborales en dichas Delegaciones y Oficinas, cual-
quiera que sea la forma jurídica de éstas.

La solución a gestionar será la siguiente:

1. Para los funcionarios sujetos al régimen general de la Seguridad
Social:

Continuación de la afiliación a la Seguridad Social española.
Asistencia sanitaria belga mediante la expedición de un formulario

E-106.

2. Para los funcionarios sujetos al régimen de Clases Pasivas y de
MUFACE:

Cotización a Clases Pasivas.
Asistencia sanitaria a través del concierto entre MUFACE y ALICO.

3. Para el personal laboral de nacionalidad española contratado en
España:

Continuación de la afiliación a la Seguridad Social española.
Asistencia sanitaria belga mediante la expedición de un formulario

E-106.

4. Para el personal laboral de nacionalidad española contratado en
Bruselas:

En el caso de personal que ya está contratado, opción, por una sola
vez, entre continuar cotizando a la Seguridad Social belga o pasar a cotizar
a la Seguridad Social española, con formulario E-106. Asistencia sanitaria
belga.

En el caso del personal que se contrate en el futuro, cotización a la
Seguridad Social española siempre y asistencia sanitaria belga mediante
la consecución de un formulario E-106.

5. Para el personal laboral de nacionalidad belga:

Cotización a la Seguridad Social y asistencia sanitaria belga.

Consecuentemente, en el supuesto de que las autoridades competentes
belgas y españolas alcancen un acuerdo al respecto, el referido personal
funcionario o asimilado podrá permanecer afiliado y sujeto a la Seguridad
Social española mientras dure su desplazamiento, siéndole de aplicación
las normas correspondientes contenidas en los Reglamentos 1408/71/CE
y 574/72/CE.

7918 RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 1998, de la Subsecretaría,
por la que se dispone la publicación del Acuerdo de 11
de diciembre de 1997 de la Conferencia para Asuntos Rela-
cionados con las Comunidades Europeas, relativo a la par-
ticipación de las Comunidades Autónomas en los proce-
dimientos ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas.

La Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Euro-
peas, en su reunión de 11 de diciembre de 1997, adoptó un Acuerdo sobre
la participación de las Comunidades Autónomas en los procedimientos
ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, firmado por
todas las Comunidades Autónomas, con la excepción de la del País Vasco.
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Para dar cumplimiento a lo establecido en el apartado 4.o del artícu-
lo 10 del Reglamento interno de la Conferencia, a propuesta de los Secre-
tarios de Estado de Política Exterior y para la Unión Europea y para
las Administraciones Territoriales, se dispone la publicación del citado
Acuerdo, como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 24 marzo de 1998.—El Subsecretario, Juan Junquera González.

ANEXO

Acuerdo entre la Administración general del Estado y las adminis-

traciones de las Comunidades Autónomas relativo a la participación

de las Comunidades Autónomas en los procedimientos ante el Tri-

bunal de Justicia de las Comunidades Europeas

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Eu-
ropeas (en adelante, Conferencia), en su reunión de 29 de noviembre
de 1990, adoptó un Acuerdo para regular la intervención de las Comu-
nidades Autónomas en las actuaciones del Estado en procedimientos pre-
contenciosos de la Comisión de las Comunidades Europeas y en los asuntos
relacionados con el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
(en lo sucesivo, Tribunal de Justicia) que afecten a sus competencias.

Este Acuerdo regula, de acuerdo con el principio constitucional de
colaboración, un procedimiento que se ha demostrado eficaz para organizar
la participación de las Comunidades Autónomas en las actuaciones del
Reino de España, tanto en la fase precontenciosa como en la fase juris-
diccional de los recursos de incumplimiento que afecten a las competencias
de las Comunidades Autónomas.

Sin embargo, existen otros aspectos de la actuación jurisdiccional del
Reino de España ante el Tribunal de Justicia que pueden incidir en las
competencias de las Comunidades Autónomas y que no se encuentran
previstos en el mencionado Acuerdo.

Se trata de los supuestos en que una Comunidad Autónoma desee
que una disposición o acto adoptado por una institución comunitaria que
pueda producir efectos jurídicos sea impugnada por el Reino de España,
por entender que la misma se encuentra viciada de ilegalidad y entra
dentro del ámbito de sus competencias o que el Reino de España intervenga
como coadyuvante en un procedimiento iniciado ante el Tribunal de Jus-
ticia. Igualmente, hay que mencionar los casos en que una Comunidad
Autónoma está interesada en la interposición de un recurso de inacción
porque la no actuación de una institución comunitaria le cause algún per-
juicio o aquellos supuestos en los que se estime oportuno solicitar del
Tribunal de Justicia un dictamen sobre la compatibilidad con el Tratado CE
de un Acuerdo previsto por la Comunidad Europea.

Además, los supuestos previstos en el Acuerdo de 1990 deben también
ampliarse a los recursos de incumplimiento que pueda interponer el Reino
de España contra otro Estado miembro, en virtud del artículo 170 del
Tratado CE. Igualmente, la obligación de información de la Secretaría de
Estado de Política Exterior y para la Unión Europea prevista en dicho
Acuerdo, en relación con las cuestiones prejudiciales, deberá ampliarse
a todos los planteados por cualquier órgano jurisdiccional de un Estado
miembro que tenga su origen en una disposición, resolución o acto emanado
de los órganos de una Comunidad Autónoma.

Por otro lado, el Consejo de Ministros, en su Acuerdo de 13 de junio
de 1986, creó la Comisión de Seguimiento y Coordinación de las Actua-
ciones Relacionadas con la Defensa del Estado Español ante el Tribunal
de las Comunidades Europeas (en adelante, Comisión de Seguimiento)
como órgano encargado de examinar todas las posibles intervenciones
del Reino de España ante el Tribunal de Justicia, asegurando la coor-
dinación entre los distintos Departamentos ministeriales y Administra-
ciones afectadas, y promoviendo la intervención del Servicio Jurídico del
Estado ante el Tribunal de Justicia.

Por ello, la Conferencia, consciente de que existe un vacío en esta
materia, y que es conveniente arbitrar un procedimiento que facilite la
colaboración entre la Administración General del Estado y la Adminis-
tración de las Comunidades Autónomas en la interposición y tramitación
de este tipo de recursos que tenga en cuenta la brevedad de los plazos
procesales previstos en la legislación comunitaria, en su reunión del día
11 de diciembre de 1997, adopta el siguiente

ACUERDO

Sobre el recurso de anulación

Primero.—Cuando una Comunidad Autónoma considere que una dis-
posición o acto adoptado por una institución comunitaria que pueda pro-

ducir efectos jurídicos debe ser impugnado por el Reino de España ante
el Tribunal de Justicia, por estar viciado de ilegalidad y afectar a sus
competencias o a sus intereses, lo pondrá en conocimiento, a través del
miembro de su Consejo de Gobierno que forma parte del Pleno de la Con-
ferencia, del Presidente de la Comisión de Seguimiento en un plazo de
veinte días naturales contados a partir de la publicación o notificación
de la disposición o acto que pretenda impugnarse.

La Comunidad Autónoma deberá mencionar en su petición los motivos
por los que entiende que la disposición o acto comunitario cuya impug-
nación se solicita adolece de un vicio de nulidad, así como en qué medida
dicha norma afecta a sus competencias.

Igualmente, si una Comunidad Autónoma tuviese interés en que el
Reino de España intervenga como coadyuvante en un procedimiento ante
el Tribunal de Justicia por entender que la sentencia que pueda dictarse
en el mismo puede afectar a sus competencias, lo pondrá en conocimiento,
por el mismo cauce, del Presidente de la Comisión de Seguimiento en
un plazo de un mes contado a partir de la publicación del recurso en
el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas».

Segundo.—El Presidente de la Comisión de Seguimiento dará traslado
de la petición formulada por la Comunidad Autónoma a los Departamentos
ministeriales afectados por razón de la materia y al representante en el
Pleno de la Conferencia de las restantes Comunidades Autónomas para
que, en un plazo de diez días naturales, formulen sus observaciones.

Tercero.—Transcurrido el plazo de diez días mencionado en el apartado
anterior, la Comisión de Seguimiento resolverá, mediante decisión moti-
vada después de haber dado audiencia a las Comunidades Autónomas
interesadas, sobre la procedencia o no de la interposición por el Reino
de España del recurso de anulación o de la demanda de intervención.

A los efectos de la audiencia a que se refiere el párrafo anterior, la
Comunidad o Comunidades Autónomas que hubieren solicitado que se
interponga el recurso o que se intervenga como coadyuvante, así como
aquellas que hubieran formulado observaciones a esa petición, serán con-
vocadas a la reunión en la que la Comisión de seguimiento resuelva la
solicitud a los efectos de expresar su opinión.

Cuarto.—Decidida la interposición del recurso o de la demanda de inter-
vención, el Presidente de la Comisión de Seguimiento dará traslado del
acuerdo al Abogado del Estado-Jefe del Servicio Jurídico del Estado ante
el Tribunal de Justicia, para que, por parte de dicho Servicio, se procedan
a realizar todas las actuaciones procesales necesarias.

El Abogado del Estado del Servicio Jurídico ante el Tribunal de Justicia
que sea el agente del Reino de España en el mencionado procedimiento
actuará siempre en contacto permanente con la Comunidad Autónoma
que haya solicitado la interposición del recurso, y ésta podrá designar
Abogados o asesores para que asistan a aquél en su actuación ante el
Tribunal de Justicia.

Quinto.—Cuando el Reino de España quiera impugnar una Disposición
comunitaria ante el Tribunal de Justicia que afecte a alguna Comunidad
Autónoma, lo pondrá en su conocimiento, para que, en el plazo de veinte
días naturales, formule las observaciones que estimen pertinentes.

Igualmente, si una Comunidad Autónoma decidiese interponer un
recurso o una demanda de intervención, lo pondrá en conocimiento pre-
viamente del Presidente de la Comisión de Seguimiento, a través del miem-
bro de su Consejo de Gobierno que forma parte del Pleno de la Conferencia
para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, para que el
Estado, en el plazo de veinte días naturales, formule las observaciones
que estime pertinentes.

Sexto.—Teniendo en cuenta el plazo establecido por el artículo 33 del
Tratado CECA para la interposición de un recurso de anulación, los plazos
mencionados en el presente Acuerdo se verán reducidos a la mitad en
caso de que se pretenda impugnar una Disposición comunitaria en el ámbi-
to del Tratado CECA.

Sobre el recurso de inacción

Séptimo.—Si una Comunidad Autónoma considerase que una institu-
ción comunitaria se ha abstenido de actuar, causándole con ello un per-
juicio, podrá solicitar, a través del procedimiento previsto en el punto
primero, que el Reino de España requiera a la mencionada institución
para que actúe y, en su caso, interponga ante el Tribunal de Justicia un
recurso de inacción.

Será de aplicación lo dispuesto en los puntos segundo, tercero y cuarto
de este Acuerdo.
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Sobre la solicitud de dictamen al Tribunal de Justicia sobre la com-
patibilidad con las disposiciones del Tratado CE de cualquier Acuerdo

previsto celebrar por la Comunidad Europea

Octavo.—Si una Comunidad Autónoma entendiese que es conveniente,
de acuerdo con lo previsto en el artículo 228, apartado 6, del Tratado CE,
solicitar un dictamen del Tribunal de Justicia sobre la compatibilidad de
cualquier Acuerdo previsto con las disposiciones del Tratado, podrá soli-
citarlo, siguiendo el procedimiento establecido en el punto primero, para
que el Reino de España formule la correspondiente petición.

Será de aplicación lo dispuesto en los puntos segundo, tercero y cuarto
de este Acuerdo.

Sobre el procedimiento por incumplimiento de los Estados miembros
regulado en el artículo 170 del Tratado CE

Noveno.—El procedimiento establecido en los puntos primero a cuarto
de este Acuerdo será igualmente de aplicación cuando una Comunidad
Autónoma desee que el Reino de España demande a otro Estado miembro
por incumplimiento de las obligaciones que le incumben en virtud de los
Tratados.

Sobre las cuestiones prejudiciales

Décimo.—La Secretaría de Estado de Política Exterior y para la Unión
Europea informará a las Comunidades Autónomas de las cuestiones pre-
judiciales suscitadas por cualquier órgano jurisdiccional de un Estado
miembro de la Comunidad Europea, siempre que el asunto tenga su origen
en una disposición, resolución o acto emanado de los órganos de una
Comunidad Autónoma, o en la omisión de los mismos, o en una disposición
del Estado que afecte a sus competencias.

Las Comunidades Autónomas, con arreglo al procedimiento establecido
en el punto primero, podrán solicitar la intervención del Estado presen-
tando sus observaciones.

Será de aplicación lo dispuesto en los puntos segundo, tercero y cuarto
de este Acuerdo.

Sobre el procedimiento por incumplimiento regulado en el artículo 169
del Tratado CE

Undécimo.—El Ministro de Asuntos Exteriores, por conducto de la Secre-
taría de Estado de Política Exterior y para la Unión Europea como órgano
de coordinación en la materia, comunicará a la Comunidad o Comunidades
Autónomas los escritos de queja, cartas de emplazamiento, dictámenes
motivados y demás comunicaciones recibidas de la Comisión de las Comu-
nidades Europeas que afecten a sus competencias.

Si la Comunidad Autónoma entendiere que los plazos fijados por la
Comisión para responder a los escritos referidos en el punto anterior
son insuficientes, podrá solicitar de la Secretaría de Estado que recabe
de la Comisión una ampliación del plazo concedido. En cualquier caso,
tales solicitudes deberán estar debidamente motivadas.

Corresponde a la Secretaría de Estado de Política Exterior y para la
Unión Europea coordinar a las diferentes Administraciones afectadas en
relación con las distintas actuaciones a que se refiere este Acuerdo y,
en particular, a los efectos de elaborar la respuesta.

La Comunidad Autónoma afectada facilitará a la Secretaría de Estado
la respuesta que estime pertinente en cada caso o, en el supuesto de estar
afectadas más de una Administración, los elementos que considere opor-
tunos para la elaboración de una respuesta única. La Secretaría de Estado,
en contacto permanente con la Comunidad Autónoma o Comunidades Autó-
nomas afectadas, transmitirá a la Comisión, a través de la Representación
Permanente ante la Unión Europea, la correspondiente respuesta. Por otra
parte, informará a las Comunidades Autónomas del envío de la misma
así como de los sucesivos trámites en los que se encuentren los expedientes.

Cuando por estar implicada más de una Administración o estimarse
necesario por una Comunidad Autónoma afectada o por la Secretaría de
Estado para las Comunidades Europeas, tanto la Comunidad Autónoma
en cuestión como la Secretaría de Estado podrán pedir y convocar, res-
pectivamente, reuniones preparatorias, a celebrarse en la sede de la Secre-
taría de Estado.

Cuando se celebren reuniones con los servicios de la Comisión para
estudiar los procedimientos de incumplimiento iniciados contra el Reino
de España, la Secretaría de Estado informará a las Comunidades Autó-
nomas afectadas, pudiendo éstas, si lo solicitan, participar en dichas reu-
niones. Las Comunidades Autónomas serán en todo caso informadas del
contenido de las reuniones celebradas.

En los supuestos de interposición de recurso ante el Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas, cuando el posible incumplimiento tenga
su origen en una disposición, resolución o acto emanado de los órganos
de una Comunidad Autónoma o en la omisión de los mismos, ésta podrá
designar Abogados o asesores para que asistan al Abogado del Estado
del Servicio Jurídico ante el Tribunal de Justicia que sea el agente del
Reino de España en el procedimiento en su actuación ante el Tribunal
de Justicia.

Disposición adicional.

Lo dispuesto en este Acuerdo, referido a las Comunidades Autónomas,
será de aplicación en los mismos términos, en tanto en cuanto afecte
a las competencias estatutariamente atribuidas, a las Ciudades de Ceuta
y Melilla.

Disposición adicional derogatoria.

Queda sin efecto el Acuerdo de la Conferencia de 29 de noviembre
de 1990, en lo que se refiere al recurso por incumplimiento regulado en
el artículo 169 del Tratado CE y a las cuestiones prejudiciales.

BANCO DE ESPAÑA

7919 RESOLUCIÓN de 1 de abril de 1998, del Banco de España,
por la que se hacen públicos los cambios de divisas corres-
pondientes al día 1 de abril de 1998, que el Banco de España
aplicará a las operaciones ordinarias que realice por su
propia cuenta, y que tendrán la consideración de cotiza-
ciones oficiales, a efectos de la aplicación de la normativa
vigente que haga referencia a las mismas.

Cambios

Divisas

Comprador Vendedor

1 dólar USA ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 156,869 157,183
1 ECU ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 168,775 169,113
1 marco alemán .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 84,794 84,964
1 franco francés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 25,310 25,360
1 libra esterlina .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 262,520 263,046

100 liras italianas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8,601 8,619
100 francos belgas y luxemburgueses .. . . . . . . . . 411,083 411,905

1 florín holandés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 75,248 75,398
1 corona danesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22,248 22,292
1 libra irlandesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 213,060 213,486

100 escudos portugueses .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 82,780 82,946
100 dracmas griegas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 48,607 48,705

1 dólar canadiense .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 110,666 110,888
1 franco suizo .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 102,562 102,768

100 yenes japoneses .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 117,752 117,988
1 corona sueca .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19,603 19,643
1 corona noruega .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20,525 20,567
1 marco finlandés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 27,920 27,976
1 chelín austríaco .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12,052 12,076
1 dólar australiano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 103,863 104,071
1 dólar neozelandés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 86,670 86,844

Madrid, 1 de abril de 1998.—El Director general, Luis María Linde de
Castro.


